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1) Introducción. 


Durante la vigencia de la ley 13.512 de Propiedad Horizontal se desarrollo un agudo debate sobre la naturaleza jurídica del Consorcio de copropietarios entre quienes postulaban su carácter de persona jurídica amplia
, pasando por quienes le reconocían una personalidad con capacidad restringida
, y quienes le negaban la personalidad por entender que, en la propiedad horizontal, se mantiene el predominio de los derechos individuales de los propietarios en una medida incompatible con la idea de personalidad y porque no es posible hallar, en el pretendido sujeto, un soporte patrimonial
. 
 
La doctrina y jurisprudencia mayoritarias se pronunciaron por el reconocimiento de la personalidad jurídica privada del Consorcio de copropietarios, ya que, con relación a ella, se darían los atributos configurativos inherentes a toda persona jurídica, sus órganos de gobierno, capacidad, nombre, domicilio y patrimonio propio (Art. 33 Código Civil reforma ley 17711).


De la mano de este debate sobre la naturaleza jurídica, se abrió una nueva controversia que refería a, si en tal caso, esta persona jurídica era o no concursable, debate que el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación (CCCN) -a nuestro entender- no ha cerrado adecuadamente.

El CCCN puso fin a la vieja discusión sobre la naturaleza jurídica del Consorcio de Propiedad Horizontal -en adelante el Consorcio-, otorgándole, a través de los arts. 148
 y 2044, el carácter persona jurídica privada y como tal, un sujeto de derecho distinto de las personas que lo integran, que son “obligatoriamente” todos los copropietarios del edificio. 
 
Esta definición del CCCN pone en primera línea de consideración, su inclusión dentro de los sujetos mencionados en el art. 2 de la  ley de Concursos y Quiebras 24.522
, y por lo tanto su carácter concursable, y como ya sostiene alguna doctrina, aptos para los tres supuestos concursales, o sea, Acuerdo Preventivo Extrajudicial, Concurso Preventivo y Quiebra
.

Desde este punto de partida, tenemos claro que resulta muy difícil sostener que esta persona jurídica no sea concursable, y con ello,  también, que los jueces que reciban un pedido de apertura de un concurso preventivo o de una quiebra, tendrán ante sí una pretensión con sustento normativo y prima-facie, procedente.- 
Este trabajo se orienta a mostrar que el concursamiento de la persona jurídica “Consorcio de propiedad horizontal” no es tan simple como parece, porque de admitir su quiebra y disolución, se alterarían elementos esenciales del derecho real de propiedad horizontal, y se producirían consecuencias muy disvaliosas, siendo nuestra pretensión alertar sobre estos temas y fijar posición al respecto.- 
2) Nuevo debate sobre la concursalidad.-

Como dijimos supra, ya existieron precedentes relacionados con posiciones encontradas en cuanto a la concursalidad o no concursalidad del consorcio.-

Los trabajos publicados durante el trámite de sanción del nuevo código y las ponencias presentadas y debates habidos en la comisión
 del reciente IX Congreso Argentino de Derecho Concursal (Córdoba 2015), dan muestras de que el tema no ha quedado resuelto con la sanción  del CCCN y que como antaño, subsisten posturas encontradas
.

Se ha sostenido repetidamente en este Congreso de Córdoba 2015, que se aprecia sin esfuerzos que el CCCN fue redactado por “varias plumas” provenientes de distintas especialidades, y que ha faltado tiempo para hacer un ajuste adecuado de compatibilización, coordinación y revisión entre las distintas comisiones que participaron en su redacción, producto de lo cual, estan apareciendo temas, como el que vamos a desarrollar, que presentan contradicciones que no permiten  soluciones simples.- 
3) Características del Régimen de Propiedad Horizontal
Para poder explicar nuestra posición con respecto al tema de la concursalidad del consorcio y sus consecuencias, consideramos necesario desarrollar –sumariamente- los aspectos que hacen a la estructura  del Régimen de la Propiedad horizontal, su funcionamiento y también lo relativo al derecho real de propiedad horizontal, veamos;
a) Derecho real de Propiedad Horizontal

Es un régimen legal cerrado
, completo, del que nace un derecho real autónomo y como tal, para que exista propiedad horizontal, es necesario que se cumplan todos los recaudos exigidos por el ordenamiento.- Los derechos reales requieren la existencia y el respeto a la estructura normativa (principio de legalidad) y así lo deja muy en claro el art. 1884 CCCN al expresar; “Estructura. La regulación de los derechos reales en cuanto a sus elementos, contenido, adquisición, constitución, modificación, transmisión, duración y extinción es establecida por ley. Es nula la configuración de un derecho real no previsto en la ley, o la modificación de su estructura”.-

El régimen de la Propiedad Horizontal es un instituto jurídico que regula la existencia, vida y extinción  de un derecho real, “que se determina en la unidad funcional que consiste en pisos, departamentos, locales u otros espacios susceptibles de aprovechamiento por su naturaleza o destino…” (art. 2039 CCCN).-

De acuerdo al régimen normativo, para que exista propiedad horizontal deben cumplirse determinados recaudos materiales y formales que se los considera estructurales y constitutivos, que son: 1) El inmueble afectado al régimen de propiedad horizontal, con su respectivo plano de subdivisión que establece las partes privativas y comunes 2) El reglamento de propiedad horizontal que se redacta por escritura pública y se integra al título suficiente sobre la unidad funcional 3) La inscripción del reglamento en el Registro Inmobiliario y 4)  La persona jurídica Consorcio, que está “obligatoriamente” integrada, por todos los propietarios de las unidades funcionales (Art. 2044 CCCN). 
Cada uno de los propietarios es titular de un derecho real inescindible sobre las partes privativas y las partes comunes que integran el edificio (unidad funcional) 
  y que les otorga a los mismos, facultades de uso, goce y disposición material y jurídica, todo de conformidad con lo que establece la ley y el reglamento (arts. 2037 y 2039 CCCN).- 
Queda claro de esta definición que las partes comunes pertenecen a los propietarios y no al consorcio
.-
Hoy la propiedad horizontal es un derecho real autónomo tal cual lo dispone el CCCN en su arts. 1887 y 2037, y además su tratamiento esta sistemáticamente ubicado dentro de los derechos reales, reconocimiento este que se venía proponiendo desde tiempo atrás por la doctrina, diferenciándose del dominio y del condominio.
 
b) La persona jurídica consorcio 
Esta persona jurídica nace con un plazo indeterminado
,  perdura mientras exista la afectación del inmueble al régimen  de Propiedad Horizontal y solo se disuelve por desafectación del inmueble del régimen, lo que podrá ser alcanzado por acuerdo unánime de los propietarios o por resolución judicial y es necesaria su existencia para que exista derecho real de propiedad horizontal.
En tal orden, se sostiene desde antes de la sanción del nuevo CCCN, que el consorcio es una persona jurídica “necesaria”, pues integra uno de los elementos estructurales del régimen de propiedad horizontal, es consustancial con el mismo y hace a la existencia del derecho real de propiedad horizontal, posición que compartimos.- 
Cuando se debatía en el régimen anterior lo relativo a la personalidad del consorcio y su no concursalidad, las posiciones doctrinarias sostenían el carácter de personas necesaria y por ende indisoluble por quiebra, apoyándose en el estado de indivisión forzosa a que estan sometidas las partes comunes y siendo que estas integran un todo inescindible con las partes privativas, la situación sigue siendo la misma, de allí que sea una “persona jurídica necesaria”. 
El consorcio nace con la escritura de reglamento de propiedad horizontal y su inscripción en el Registro (se lo denomina “estado de propiedad horizontal”), y queda operativo -en la práctica- cuando se vende o adjudica alguna de las unidades funcionales del edificio y subsiste mientras siga la afectación del inmueble al régimen, o sea se extingue juntamente con la desafectación del inmueble y ello es de toda lógica si se comprende que el único objeto de la persona jurídica  consorcio, es administrar  el inmueble afectado, con lo que, la desafectación del inmueble produce la pérdida o agotamiento del objeto social (art. 163 inc. c. del CCCN). 
Veamos algunas características del consorcio como persona jurídica:
i) Integrantes

Esta persona jurídica está integrada “obligatoriamente” por todos los titulares de unidades funcionales, quienes dejan de serlo en el momento en que transfieren las mismas a terceras personas, los que a su vez, pasan automáticamente a ser integrantes de ésta.- No existe voluntad asociativa, nadie selecciona quienes son los otros integrantes, no es factible no integrarla o renunciar el carácter de miembro del consorcio. Se es integrante de la persona jurídica, mientras se es propietarios de una unidad funcional y mientras exista la afectación del inmueble.
ii) Patrimonio. 
Como toda persona jurídica, el consorcio tiene que tener un patrimonio
. No se requiere un capital social en los términos, condiciones y fines que se les exige a las sociedades (función de garantía).  Este patrimonio se integra con los bienes que el consorcio pueda detentar, las rentas que pudiera obtener sobre dichos bienes, pero por sobre todas las cosas, con las expensas. 
En el régimen anterior se discutía si el consorcio podía o no, tener bienes de su titularidad (inmuebles, rodados o partes del mismo edificio tales como unidades de departamentos, locales a la calle, cocheras u otros bienes destinados a generar rentas y disminuir las expensas), discusión que se producía en razón de reconocerle o no el carácter de persona jurídica y de sus fines y objeto. Esta discusión consideramos ha quedado superada en tanto y cuanto el consorcio es una persona jurídica, con capacidad y personalidad diferenciada
.- 
De cualquier manera, más allá de si el consorcio tiene o no bienes a su nombre, si obtiene rentas o frutos de los mismos, lo cierto, común  y habitual, es que su patrimonio se integra con las expensas ordinarias y extraordinarias y con el fondo de reserva.- Como sabemos, el pago de las expensas es una obligación que tienen los propietarios para afrontar los gastos de la propiedad horizontal y como tal, es a la vez un crédito que tiene el Consorcio contra los mismos.- Las expensas integran el patrimonio del consorcio, el que se consume y regenera mensualmente para atender los gastos de administración,  mantenimiento del edificio y obligaciones legales.- Mientras existe propiedad horizontal, los propietarios estan obligados legal
 y contractualmente
, a pagar las expensas, o sea, efectuar sus aportes para el mantenimiento del edificio.-

iii) Objeto social. 
El consorcio tiene un único objeto social, cual es, administrar el inmueble sometido a propiedad horizontal.  Como vemos, el consorcio en cuanto persona jurídica, es un ente ideal con un objeto restringido, pues solo tiene como excluyente objeto, la administración de la propiedad horizontal (“especialidad restringida”). Será el Reglamento de Propiedad Horizontal el que defina el objeto de la persona jurídica consorcio, sus facultades, atribuciones y obligaciones, pero siempre dentro del marco normativo.  
Esta persona jurídica gestiona y administra intereses ajenos y no tiene fines propios. El consorcio no tiene un giro comercial u operativo propio con los cuales generar recursos autónomos, y los recursos que administra, pertenecen en forma directa o indirecta a los propietarios, quienes a su vez son los miembros  de esta persona jurídica (titulares). 

En tal orden, al ser un sujeto distinto de quienes lo integran (personalidad diferenciada), si bien contrata y se obliga a título propio, en realidad no lo hace en “beneficio propio o con fines propios”, sino que lo hace en interés y beneficio directo y exclusivo de todos los propietarios y por lógica, son estos quienes deben afrontar -indirectamente- las obligaciones que el consorcio asume. 
iv) El consorcio como persona jurídica necesaria

Conforme lo hemos adelantado, el consorcio de copropietarios, a diferencia de las demás personas jurídicas privadas, es una persona jurídica necesaria, es decir, impuesta por la ley, que existirá mientras nos encontremos frente a la propiedad horizontal. El conjunto de los propietarios de las unidades funcionales constituyen a la persona jurídica consorcio según los términos del art. 2044 CCC, que va a tener existencia a partir de la inscripción del reglamento de copropiedad en el Registro General de la propiedad y se va a extinguir o disolver con la desafectación del inmueble. 

 
Los integrantes del consorcio (copropietarios), no deciden libremente crear la persona jurídica, sino que se los impone la ley  como condición para que exista propiedad horizontal. Si uno quiere ser titular de una unidad sometida al régimen de propiedad horizontal, debe aceptar el reglamento y automáticamente pasa a integrar a la persona jurídica. Integrar el consorcio es inseparable del derecho real e igualmente, quien vende su unidad deja de serlo y automáticamente pasa a integrarla el nuevo propietario, pero por otro lado, es tan inescindible el carácter de ser miembro, que a los mismos tampoco les es dado desvincularse ni renunciar del mismo sin desprenderse de la unidad funcional que les corresponde (art. 2049 CCCN). Por fin no pueden -por su sola voluntad- disolverla sin desafectar el inmueble al régimen de propiedad horizontal.
Esto nos muestra que el régimen jurídico de la propiedad horizontal es un sistema cerrado de orden legal con algunas previsiones que no pueden dejar de cumplirse, de modo que, solo existe y funciona  en los términos que la ley lo autoriza. O se está adecuado al régimen legal o no hay propiedad horizontal.- La libertad convencional de los copropietarios no los habilita para suprimir o apartarse de las previsiones obligatorias, puesto que estas son consideradas por la ley como la estructura de este sistema que da nacimiento a este derecho real.-

La “vida” del consorcio está indisolublemente ligada a la afectación del inmueble al régimen de propiedad horizontal y por lo tanto solo se extingue por la desafectación acordada en forma unánime por los propietarios o por decisión judicial.- La desafectación del régimen de propiedad horizontal es la única causal de extinción del consorcio,  no dejando lugar a duda alguna la redacción del art. 2044, 2do parr. CCCN
. De modo que, mientras exista la afectación del inmueble a la propiedad horizontal, existirá la persona jurídica consorcio, lo que la transforma –como hemos dicho- en una “persona jurídica necesaria” e inescindible del sistema
. 

v) Disolución de la persona jurídica
Expresa el art. 2044, que “la personalidad de consorcio se extingue por la desafectación del inmueble del régimen de propiedad horizontal, sea por acuerdo unánime de los propietarios instrumentado por escritura pública o por resolución judicial, inscripta en el registro inmobiliario”, lo cual es de toda lógica ya que no existiendo más la propiedad horizontal, se ha agotado su objeto.-

Analicemos ahora las únicas dos causales aptas para la desafectación del inmueble:
(1) Acuerdo unánime de los propietarios. 
No hay nada para decir al respecto, se trata de que todos los propietarios estan contestes en extinguir el régimen de propiedad horizontal, produciendo la desafectación del inmueble y pasado todos ellos a ser condóminos sobre la tierra, las construcciones y/o los materiales.- Diversas razones pueden lleva a tal acuerdo, por ejemplo, estado de destrucción y/o ruina del inmueble, afectación a otro destino, como por ejemplo si es comprado por una sola persona para demolerlo y construir sobre el mismo otro edificio, etc.
(2) Resolución judicial. 
En el régimen de la ley 13.512 derogada, no estaba tratada la disolución de la persona jurídica en razón de que ésta no le reconocía al consorcio tal carácter (por lo menos en forma expresa). La desafectación del inmueble  podía producirse por resolución judicial, en los casos en que el juez debiera expedirse -frente a la ausencia de unanimidad- por cuestiones vinculadas a reparaciones extraordinarias, por destrucción total o parcial, estado de vetustez o ruindad que hacían a la cosa peligrosa
.- 
Esta situación se repite actualmente en el art. 2055 para los casos de grave deterioro o destrucción del edificio, donde  los propietarios resuelven por mayorías que representen más de la mitad del valor, pero seguramente en caso  de conflictos, los mismos recurrirán a la justicia, con lo cual el juez puede terminar resolviendo la desafectación.- Igualmente, en los casos de ruina, vetustez o peligrosidad, el juez podría resolver la desafectación del inmueble, aún cuando fuera pedido por una cantidad de propietarios que no representaran las mayorías legales, e incluso, podría llegarse a esta situación teniendo como punto de partida, una resolución administrativa
.  
Entendemos que ésta es la interpretación que cabe darle al art. 2044 cuando dice que el juez puede resolver la desafectación del inmueble y ello arrastrar a la disolución o extinción del consorcio.- No vemos que tenga facultades para disolver el consorcio en forma directa, sino que esta sobreviene en forma indirecta por la desafectación del inmueble.
Parte de la doctrina ha sostenido que el juez puede disponer la extinción de la persona jurídica consorcio,  a través de la declaración judicial de quiebra. A la sentencia de quiebra (resolución judicial), la consideran una causal de disolución del consorcio, lo que a su vez arrastraría a la desafectación del inmueble.  Esta afirmación amerita que consideremos que si se declara la quiebra del consorcio, no es la resolución judicial la que impondría la disolución, sino la ley misma, (art. 163 inc. c. del CCCN), o sea, estaríamos en presencia de una causa legal y no –técnicamente- judicial.-
No obstante, debe considerarse que la redacción del art. 2044 CCCN establece una clara previsión, indicando que es la desafectación la que produce la disolución de la persona jurídica y no al revés. 
En todo caso, de aceptarse el concursamiento, la disolución del consorcio por quiebra, no debería producir la desafectación del inmueble al régimen de propiedad horizontal, tal como desarrollaremos seguidamente.-
4) Régimen de responsabilidad 
Es necesario analizar cuál es el régimen de responsabilidad por las obligaciones que nacen de la existencia del inmueble sometido a propiedad horizontal, tanto por parte del consorcio como por parte de los propietarios  conforme lo dispuesto por el CCCN, ya que en este análisis encontraremos algunas respuestas sobre la eventual “concursalidad” del consorcio.
a) La responsabilidad en el régimen de la ley 13512
Como sabemos, no era pacífica la interpretación que ha existido sobre la responsabilidad de los consorcistas frente a las deudas nacidas con motivo del funcionamiento del sistema de propiedad horizontal.
Expondremos seguidamente, en forma sintética
, las posiciones que se debatían, vemos:

Las opiniones coincidían en expresar que los propietarios (consorcistas) son deudores de las cargas que tienen sus unidades funcionales por el funcionamiento de la propiedad horizontal, o sea, que responden por la parte de las deudas que corresponden a sus unidades funcionales. Esta coincidencia aceptaba algunas diferencias cuando se planteaba lo relativo a si se trataba de responsabilidad directa o subsidiaria como veremos seguidamente.- 

La primera división interpretativa -y ya de muy vieja data-, arrancaba con el reconocimiento o no de la personalidad diferenciada del “consorcio”, o sea,  si se trataba o no de un sujeto de derecho independiente de los consorcistas y con un objeto específico y limitado
. Asumir una u otra posición, llevaba al desarrollo de distintos análisis con relación a la responsabilidad de los consorcistas frente a las deudas.- Podemos afirmar que en los últimos 20 años se fue consolidando la visión mayoritaria de que el consorcio era un sujeto de derecho en los términos del art. 33 del Código Civil (reformado por la ley 17711).-

Para quienes sostenían que el consorcio no era persona moral o persona jurídica, asumían que los acreedores tienen derecho a demandar directamente al consorcio y a los consorcistas, con lo cual existiría una responsabilidad “directa” de los propietarios por las expensas de administración y reparación de las partes, y bienes comunes del edificio,  quienes las deben afrontar en la “proporción al valor de sus pisos o departamentos, salvo convención en contrario” (Art. 8). Estaríamos frente a una responsabilidad directa, ilimitada, pero no solidaria.- En esta posición, cualquier acreedor podía embargar la totalidad de las subpartidas del inmueble para garantizar sus acreencias, o sea, los derechos reales de cada propietario sobre sus partes exclusivas y comunes.-

 
Quienes sostenían que el consorcio era una persona de jurídica, consideraban que debería aplicarse el régimen de responsabilidad subsidiaria
, con lo cual, primero debían excutirse los bienes del consorcio y agotados estos, ir contra los propietarios, que responden no solo con las unidades del inmueble afectado, sino con todos sus bienes (ilimitación). En este punto, para alguna doctrina responderían por partes viriles (o sea, todos por partes iguales) y luego cada propietario tiene derecho a repetir de los otros lo que hubiera pagado en exceso con relación al valor de sus unidades, asumiendo la responsabilidad que emerge de la sociedad civil que sería la que consideran más similar (que no debería ser el “valor” sino la participación porcentual sobre el todo que es más simple). Para otros, existe subsidiariedad, pero respondiendo solo por el valor de sus partes porcentuales.- 

La responsabilidad subsidiaria no resulta de los términos expresos de la ley 13.512 como tampoco la personalidad diferenciada del consorcio, siendo todo esto una creación de la doctrina y jurisprudencia para poder dar un tratamiento razonable a la actuación del consorcio y su administrador y para llevar adelante la protección y tutela del derecho de los acreedores. 
En el proyecto de reforma (unificación) al Código Civil de 1998, se disponía expresamente en el art. 1889, que los propietarios respondían subsidiariamente por las deudas del consorcio.

Como vemos, la aplicación de la responsabilización de los consorcistas  (copropietarios) quedaba en ambos criterios al alcance de los acreedores en caso de incapacidad de pago del consorcio. Para unos son demandables directamente y para otros subsidiariamente.- También se hacía presente el tema relativo a si debían o no ser demandados los propietarios en forma conjunta o darles participación en el proceso para que estos puedan llevar adelante un adecuado derecho de defensa y la conformación del debido proceso, ello así frente a los límites subjetivos de la sentencia, pero este es un aspecto procesal que excede al objeto de este trabajo
.

Dentro del régimen de la ley 13.512, apareció -por último- un nuevo conflicto, que se vinculaba con la insolvencia del consorcio y su concursalidad. Si se aceptaba la teoría de que el consorcio es una persona jurídica, aparecía la posibilidad de ser declarado en concurso o de pedirle su quiebra. Dentro de esta posición, tampoco hubo coincidencias, para alguna doctrina y jurisprudencia, el consorcio no era concursable por tratarse de una persona jurídica necesaria y porque existía responsabilidad subsidiaria de los propietarios y para otros, era concursable por tratarse de una persona jurídica de derecho privado y por lo tanto se le podía declarar la quiebra.-

Como vemos, la diversidad de opiniones era muy variada y extensa, debiendo rescatarse como único punto de coincidencia la necesidad de proteger a los terceros por las deudas que se generaban por el régimen de propiedad horizontal pudiendo llegarse en forma directa o indirecta a los propietarios (consorcistas).-

b) Régimen responsabilidad en el Código Civil y Comercial de la Nación.

El régimen de responsabilidad de los propietarios –miembros de la persona jurídica consorcio- ha cambiado.- El CCCN ha dejado expresadas algunas definiciones que habilitan nuevas interpretaciones, pero que a nuestro juicio, no agotan el tema, ni estan adecuadamente coordinadas.-

Para analizar el nuevo régimen de responsabilidad, debemos considerar dos centros normativos que convergen sobre el régimen de la propiedad horizontal establecidos en el CCCN; 1) La regulación de las personas jurídicas y el régimen de responsabilidad de sus integrantes y 2) El régimen de la propiedad horizontal y del derecho real que allí se regula.-

i) Responsabilidad de la persona jurídica consorcio y las expensas
· El consorcio de propiedad horizontal es reconocido como una persona jurídica privada (art. 148 inc. h), como tal tiene personalidad diferenciada de los miembros que la integran, que son todos los propietarios y tiene un patrimonio propio.-
· Con la nueva regulación del régimen de responsabilidad de las personas jurídicas en el CCCN, los miembros no responden por las deudas de ésta (Art. 143 CCCN)
 y no se ha establecido en forma especial la responsabilidad subsidiaria para este particular sujeto de derecho que es el consorcio, que como dijimos no tiene fines propios, siendo esto un “error u olvido” que fuera destacado tempranamente por Alterini
.- 
· De lo anterior se desprende que no existe responsabilidad ni directa ni subsidiaria de los propietarios por las deudas que asuma el consorcio, aun cuando existe obligación para pagarle al mismo las expensas, lo que a nuestro entender implica una “responsabilidad indirecta” con relación al pasivo. En este punto, la obligación de contribuir de los propietarios, los diferencia de la situación de los miembros de otras personas jurídicas
.-
· El consorcio responde contractual y extracontractualmente por las deudas que nacen de la existencia del inmueble sometido a propiedad horizontal. O sea, es responsable por los contratos y las obligaciones que asume en forma convencional y también de las obligaciones que resultan del régimen legal en general, o sea, por la responsabilidad extracontractual.

· Pero en ambos supuestos, tanto las deudas de origen contractual como extracontractual por las que responde el consorcio, generan expensas que deben ser afrontadas por los propietarios en la participación porcentual que les cabe en el edificio.-  Es más, las obligaciones impuestas al administrador por la ley, son consideradas expensas comunes (ordinarias) y no extraordinarias (art. 2048 CCCN) habiéndose cerrado con esta previsión el debate que existió en el régimen anterior.-
ii) Responsabilidad de los propietarios

Para poder explicar este tema, es necesario dividir si las obligaciones que pesan sobre la propiedad horizontal son de origen contractual o extracontractual. 

(1) Por responsabilidad contractual del consorcio
Estas obligaciones han sido contraídas por el consorcio dentro del ámbito contractual y éste responde por ellas en forma directa.- 
Como hemos anticipado, de acuerdo con el art.  143 CCCN, los miembros de la persona jurídica no responden por las obligaciones de la misma. Esto es propio de la personalidad diferenciada, la persona jurídica tiene un patrimonio propio, con el cual opera y responde.  

Pero en este supuesto tan particular que es la persona jurídica consorcio, hemos identificado con certeza, que son los propietarios quienes se benefician con las obligaciones que asume el consorcio y que a la vez, estan obligados a aportarle recursos para el cumplimiento de sus fines, que son las expensas ordinarias o extraordinarias.- En definitiva, desde el punto de vista material, si bien el consorcio se obliga frente a los terceros con quienes contrata, los propietarios estan obligados hacia el mismo a suministrarle los fondos, lo que se traduce en un crédito del consorcio contra los propietarios. De modo tal que el consorcio es deudor y a la vez acreedor por el mismo importe de sus deudas y lo es contra los  mismos miembros que lo integran, que a estos fines son considerados como “terceros”. 

Por esto decimos que en el caso de las obligaciones contractuales del consorcio, los propietarios tienen una responsabilidad directa frente al consorcio, e indirecta frente a terceros, quienes pueden llegar a ellos a través de la vía de la cesión de derechos o mediante el ejercicio de la acción de subrogación.-

En este nuevo diseño de responsabilización, lo que queda muy a la vista es como se separa o aleja la posibilidad de que a los propietarios se les pueda hacer responder más allá de sus propias expensas, porque esta es la obligación que cada uno tiene asumida frente al consorcio. Los acreedores del consorcio no pueden ir contra los propietarios, sino a través del consorcio
, y el consorcio solo puede cobrarle a cada propietario las expensas que éste adeude. Los propietarios responden frente a las deudas del consorcio a través de las expensas y su responsabilidad es individual e ilimitada. No se podrá ejecutar a los propietarios mas allá de lo que estos adeudan por expensas, ahora bien respecto de las expensas, cada propietario responde con todos sus bienes (ilimitación) y no solo con las unidades funcionales de que sea propietario.

Si bien no existe subsidiariedad, solo se produce una “apariencia” de que los propietarios no responden en razón de la personalidad diferenciada del consorcio, pero es solo eso, una verdadera “ficción”, porque los propietarios deben pagar las expensar por la totalidad de las obligaciones legítimamente asumidas por el consorcio
. Véase que la ley dice con precisión en el art. 2048 que cada propietario debe pagar las expensas ordinarias…y las resultantes de las obligaciones impuestas por la ley…” de modo tal que también afrontan los propietarios –como no puede ser de otro modo- cualquier obligación que resulta del sistema legal, por ejemplo, daños y perjuicios ocasionados por el edificio a terceros.- 

(2) Responsabilidad extracontractual

Si bien el nuevo CCCN ha dejado sin efecto la división entre responsabilidad contractual y extracontractual, produciendo la unificación a través del sistema de la “responsabilidad civil”
, no es menos cierto que siguen existiendo responsabilidades que surgen del régimen convencional y otra que nacen del régimen legal sin que hubiera mediado convención o acuerdo de partes
.- “Unificar la responsabilidad no implica diluir la distinta estructura del contrato y el hecho ilícito, sino simplemente unificar las consecuencias, sometiéndolas, salvo casos de excepción, a las mismas reglas... En los fundamentos del Código se dice que la tesis que se adopta es la de la unidad del fenómeno de la ilicitud, lo cual no implica homogeneidad, dado que las diferencias subsisten. Esas diferencias son irreductibles, y derivan de la distinta naturaleza del hecho generador de la responsabilidad en cada una de las hipótesis”
.- 
Ahora bien, no obstante la responsabilidad del consorcio (concurrencia) consideramos que los propietarios pueden ser responsabilizados de forma directa, por responsabilidad objetiva, en virtud de los daños causados con la cosa, o sea, con el inmueble o los bienes comunes del mismo, por ejemplo, con el ascensor, con el desprendimiento de un balcón, por daños de medianería, pero también podría darse frente a otros supuestos de responsabilidad objetiva a de comunicación de la responsabilidad.
En estos casos serán de aplicación las previsiones de los arts. 1757 /1758 CCCN
 que hace responsable en forma “concurrente” al dueño y al guardián    por los daños causados por la cosa. De este modo, en estos supuestos, ya no sería solo responsable el consorcio como guardián (deber de vigilancia), sino también -en forma concurrente-, los propietarios, quienes podrán ser demandados por el acreedor en forma  directa en su carácter de “dueños”. Consideramos entonces que el acreedor puede demandar en forma concurrente tanto a los propietarios como al consorcio.-
Debe advertirse que sobre el inmueble sometido a propiedad horizontal concurren varios “dueños” por ser titulares muchas personas del derecho real (partes inseparables de, propiedad exclusiva y parte proporcional de partes de propiedad común). No existe un condominio, sino un derecho real diferenciado que es la propiedad horizontal, (que se integra con las partes privativas y las comunes), con lo cual, cada propietario responde frente a terceros como dueño, por la parte proporcional (porcentual) que tiene sobre el todo (unidad funcional asiento del derecho real). No hay solidaridad entre los propietarios, sino responsabilidad individual por su porcentual, con lo cual el mismo se libera pagando su parte proporcional.-

 De cualquier modo, cualquiera de estas responsabilidades igualmente generan expensas que deben afrontar los propietarios, solo que en este caso el acreedor puede reclamar directamente contra cada propietario y a la vez al consorcio, pero cada propietario se libera pagando su parte o al consorcio a través de las expensas o al acreedor en forma directa, pero su límite siempre es la cancelación de su parte porcentual sobre la deuda generada.-
(3) Límite de la responsabilidad de cada propietario

Como hemos anticipado, el nuevo régimen de propiedad horizontal no permite confusiones en cuanto al límite de la responsabilidad de cada propietario por las deudas del consorcio. Su límite son las expensas comunes (ordinarias y extraordinarias) y cada uno debe la suya y se las debe al consorcio y nadie puede reclamarle una obligación distinta. 
Los acreedores,  tanto en forma indirecta (deudas del consorcio) como directa, no podrán reclamarle a los propietarios nada más que lo que cada uno adeude en proporción a su participación porcentual sobre el total de las expensas, sin que exista en ninguno de los supuestos responsabilidad solidaria por las deudas entre los propietarios y por lo mismo cada propietario se libera pagando lo suyo con independencia de lo que haga el resto de los propietarios.
De este modo, los propietarios no asumen bajo el régimen de la propiedad horizontal, ni conforma una carga a su derecho real, el pagar las expensas que otro no pague y el CCCN lo muestra claramente en los arts. 2048 y 2049
. 
El hecho de que muchas veces en los consorcios, algunos propietarios aporten recursos para suplir la falta de pago de expensas de otros propietarios, de ningún modo los transforma en solidarios, sino que opera como un adelanto a favor del consorcio para facilitar su desenvolvimiento, pero es un crédito que debe serle restituido en el momento que el propietario moroso lo integre o a la espera de que se remate la unidad del deudor o se le ejecuten otros bienes. Esto es de ocurrencia normal en los edificios, los propietarios –aun cuando no estan obligados- realizan aportes extraordinarios como adelantos, para cubrir los faltantes que generan los que no aportan, no obstante que esta obligación podría estar prevista en el reglamento hasta determinados límites. La situación torna patológica, cuando los que no aportan tienen un peso tan importante, que no puede ser sobrellevado por el resto y allí estamos frente al verdadero conflicto.
Como hemos dicho, la obligación de cada propietario se agota con el pago de sus expensas y este es el límite del derecho del consorcio y de terceros. Si paga, queda liberado, de modo tal que no puede ver afectado su derecho real de propiedad.- Por ello, no es compatible, ni armónico, ni resulta del régimen establecido por el CCCN, que la propiedad horizontal deba desafectarse por las deudas del consorcio que tendrán origen en  la falta de pago de  expensas por parte de algunos propietarios.
En nuestro criterio, el derecho real de cada propietario permanece incólume mientras el inmueble siga afectado al régimen de propiedad horizontal, y los pasivos del consorcio (por responsabilidad contractual o extracontractual, hoy unificadas en la responsabilidad civil) que generan expensas, deben ser afrontado por quienes los adeudan, sin afectar el derecho real de los que cumplen, o por lo menos así debería ser.- 

Conforme a lo que acabamos de adelantar, siempre estaremos frente a un sistema de responsabilización de los propietarios por las deudas del consorcio, en los límites de su propia participación porcentual sobre el total del inmueble, siendo a la vez el límite de las posibilidades de los acreedores de cualquier índole frente a cada propietario.- 

Los pasivos por expensas insolutos, son ejecutables a los propietarios de las unidades funcionales por  acción ejecutiva con la emisión del certificado de deuda
 existiendo un privilegio especial sobe el inmueble por las expensas en caso de concurso o quiebra del deudor (Art. 241 inc. 1 LCQ, ratificado  y art. 2582 CCCN).-
5) Responsabilidad del consorcio y crisis de su patrimonio.
En el supuesto bajo análisis, debemos dilucidar que ocurre frente a la imposibilidad  del consorcio de hacer frente a sus obligaciones, que se originan “necesariamente” porque los propietarios no le pagan las expensas generadas por razones ordinarias (contractuales o extracontractuales) o excepcionales
, y que se manifiesta como una situación de impotencia patrimonial producida por la carencia de medios líquidos para hacer frente a las obligaciones exigibles. ¿Es viable el concursamiento del consorcio, sea preventivo o liquidativo (en este caso a pedido del consorcio o de un tercero)?,  ¿produciría ventajas o desventajas?
Hemos visto que el CCCN no ha establecido la responsabilidad subsidiaria de los propietarios, pero estos son deudores del consorcio por la totalidad de las  obligaciones que éste ha asumido en la administración y representación del inmueble o por las deudas  que se generen por causa legal
.  El consorcio tiene un “crédito” contra todos y cada uno de los copropietarios por las expensas, con límite en sus participaciones porcentuales en el edificio y de hecho, reclamable por la vía ejecutiva y con privilegio (art. 241 inc. 1° LCQ).

En el modelo de la ley anterior, nadie que contratara con el consorcio tomaba muy en cuenta su patrimonio
 y entendemos que con la nueva regulación del CCCN la situación será la misma.  Todos los que contratan con el consorcio saben que la garantía está constituida por la obligación de los copropietarios de pagar las expensas y no por el patrimonio del consorcio. No desconocemos que eventualmente podrían existir bienes a su nombre o tener otros ingresos  provenientes de rentas sobre los mismos bienes (locales, cocheras, derechos de medianería, terrazas y otros) los que podrán ser realizados voluntaria o forzadamente para atender los pasivos.

Como vemos, la solvencia o insolvencia del consorcio se abastece o se apoya, en un sistema de responsabilización de los propietarios.- El consorcio como persona jurídica no tiene giro operativo que le permita generar autónomamente ingresos propios, pero tiene derechos de créditos contra los propietarios en igual proporción  a su pasivo y en forma permanente. 
6) Concursamiento de la persona jurídica consorcio
Finalmente, reconocemos que en principio, no podría negarse el concursamiento del consorcio, dado que se trata de una persona jurídica de derecho privado y como tal, comprendida dentro de los sujetos concursables de acuerdo a lo dispuesto por la Ley de Concursos y Quiebras (ley especial) en su art. 2°.-  

En el reciente IX Congreso Argentino de Derecho Concursal y VII Congreso Iberoamericano de la Insolvencia, realizado en Córdoba en septiembre de 2015 (ver Tomo I -Crisis y Derecho- editado por Fespresa) se han expresado opiniones a favor y en contra del concursamiento. Pero aún quienes sostienen la concursalidad del consorcio, coinciden sobre las dificultades que el tema plantea por las consecuencias que se derivarían.

En tal orden, Raisberg y Cattelan
 refieren,  “nos generan dudas las consecuencias de una eventual quiebra del consorcio, teniendo en cuenta que ello debería importar la desafectación del edificio del régimen de propiedad horizontal convirtiéndolo en un condómino o bien la constitución de un nuevo consorcio, dejando insolutos los saldos impagos del pasivo falencial anterior, a excepción- claro esta.- de recomponer ese patrimonio por alguna de las vías previstas en la ley concursal o declarando la inoponibilidad de la persona jurídica del mismo”… 
Por su parte, Tropeano
 que acepta el concursamiento y la quiebra, reconoce que “La quiebra no  tendría  ni podría tener los efectos que le son propios y típicos (remate de bienes, reparto a los acreedores, disolución del Consorcio). Ello, dado que este deberá continuar funcionando y realizar los contratos y actos jurídicos imprescindibles para la administración de las cosas comunes, en tanto la continuidad del régimen de propiedad horizontal se mantiene” y cierra sus reflexiones diciendo que frente a la quiebra “se ensayan dos soluciones posibles: la disolución del ente y la liquidación  de su activo, y la continuidad a través del síndico y en el marco de las disposiciones de la ley 24522.-

Vítolo
, que postula la posibilidad de aplicar cualquiera de los institutos concursales al consorcio,   aclara que el tema “presenta no pocos interrogantes y desafíos interpretativos “.- 

Tom
, explica que pueden concursarse y quebrar, pero el tema está en analizar que patrimonio se liquida. El patrimonio a liquidarse son las reservas que tengan por el cobro de sus expensas en un porcentaje adecuado hasta el momento de la rehabilitación…Con respecto al otro problema de la causal de disolución de la persona jurídica privada prevista en el art. 163 CCCN por la declaración de la quiebra, opinamos que esta es una norma general que colisionaría con una norma especial que es el art. 2044 del mismo ordenamiento que establece que la personalidad del consorcio se extingue por la desafectación del inmueble del régimen de propiedad horizontal al no prever esta norma otra causal de extinción de la personalidad de consorcio, debemos pensar que no se extingue por la quiebra la persona jurídica”.-

Por nuestra parte, consideramos que más allá del texto del art. 2 LCQ y del art. 163 CCCN, debemos analizar si la aplicación de la LCQ a la persona jurídica consorcio es compatible y armónico con el instituto de la propiedad horizontal y con el derecho real creado por el nuevo Código, lo que nos pondría frente a un conflicto de normas que deberá ser resuelto conforme lo prevé el art. 2 del CCCN.-

Debemos recordar que en la doctrina y  jurisprudencia aplicable al régimen anterior -aún para quienes consideraban al consorcio una persona jurídica- se levantaban muchas voces que negaban la concursalidad del consorcio por considerarla una persona jurídica “necesaria” en razón de su imprescindible permanencia atento la indivisión forzosa a la que estan sometidos los bienes comunes que integran a la propiedad horizontal. Reforzaban este argumento, con la previsión del art. 2 LCQ que dispone que “no son susceptibles de ser declaradas en concursos las personas…las excluidas por leyes especiales”, entendiéndose que la ley 13.512 es una ley especial.-
 
Hoy la situación solo ha cambiado en orden a que no puede afirmarse que el consorcio sea una persona jurídica cuya regulación resulta de una ley especial, pero también es innegable que sigue siendo “necesaria”, dado que hace a la estructura del sistema legal que regula la propiedad horizontal y al derecho real, por lo que sostenemos que las opiniones doctrinarias y jurisprudencia anterior, siguen siendo aplicables y que con ello que existe un conflicto de normas, entre la regulación de las personas jurídicas privadas dispuestas por el CCCN y las previsiones y efectos que resultan de aplicarle al consorcio, el régimen  de la Ley de Concursos y Quiebras sin más.- 
Cuando existe pluralismo jurídico, o sea, cuando un hecho o situación idéntica, quedan comprendidos en más de una norma, aparecen los problemas de interpretación y aplicación (ejemplo frecuente, el caso de concurrencia de la ley general y una ley especial).- Si bien existe un sistema de fuentes, y de prelaciones entre las fuentes, (tal la prevalencia de la ley especial sobre las normas generales), desde hace algún tiempo se ha aceptado en nuestro derecho, que todas las regulaciones o institutos que las leyes crean, deben ser interpretados y aplicados en forma coherente, armónica y compatible con el resto del ordenamiento. De este modo, si bien la ley 26994 mantuvo la vigencia de las leyes complementarias, existe consenso en que las leyes especiales no pueden sustraerse del régimen legal del ordenamiento jurídico como un todo (el derecho). Este criterio ha sido receptado expresamente por el nuevo CCCN, en sus arts. 1 y 2
, que disponen acerca de los criterios de interpretación de las leyes, de los que resultan la interpretación finalista y la coherencia con todo el ordenamiento, lo que implica que cuando pudieran existir dudas o controversia entre las previsiones de dos o más leyes, debe procurarse que un instituto no sea aplicado desvirtuando o contrariando los fines para los cuales fue creado o contrariando los principios y valores jurídicos. Como vemos, el nuevo CCCN ha receptado estos valores que ya eran de aplicación, “dando facultades al juez para recurrir a las fuentes disponibles en todo el sistema”
. Entendemos que en este supuesto, por más que el art. 2 de la LCQ admitiría la inclusión dentro de los sujetos concursables a la persona jurídica privada consorcio, el régimen concursal puede ser incompatible con las finalidades contempladas por el legislador en la creación de esta nueva persona jurídica y por sobre todo, en su interrelación con el derecho real de propiedad horizontal.- La aplicación sin más de la ley especial (LCQ) -a nuestro juicio- colisiona con el derecho real y las normas inderogables del CCCN que regulan este derecho y en tal orden, deberá prevalecer el criterio finalista.-
Para poder analizar la compatibilidad  entre estas normas, su coherencia y armonía con la finalidad del sistema de la propiedad horizontal, pasamos  a exponer seguidamente lo que consideramos pueden ser las ventajas o desventajas que acarrearía permitir el concursamiento de la persona jurídica consorcio:

a) Ventajas.
El concursamiento podría producir  algunas ventajas operativas para la situación de insolvencia del consorcio. 
La presentación en concurso preventivo produce la división de los acreedores entre los anteriores y los posteriores. Los anteriores no pueden agredir el patrimonio del consorcio y por ende, mientras tramita el concurso, los nuevos ingresos por expensas no podrán ser embargados por los acreedores anteriores, lo que permitirá que el consorcio no se vea obstruido en su operatoria normal y que durante el trámite logre ejecutar a los deudores de expensas para poder pagar a los acreedores concursales.
Sin recurrir al concursamiento de la persona jurídica, la doctrina y la jurisprudencia han ensayado diversas teorías a fin de evitar el embargo permanente y obstructivo de las nuevas expensas, tales como permitirles a los acreedores embargar solo una proporción de sus ingresos
, pedir el dictado de medidas cautelares que impidan la traba de los embargos, todo lo cual sería obviado con un trámite concursal. 
Por otra parte, en los casos de concurrencia de acreedores, el sistema concursal tiene establecido un mecanismo de reconocimiento de créditos transparente (verificación) y de prelaciones o privilegios que simplifica y ordena los derechos de cobro.-
De este modo, podría considerarse que el APE o el Concurso Preventivo, podrían aplicarse a fin de facilitar la superación del conflicto de la insolvencia, pero para ello, deberíamos darle a estos proceso concursales una particular aplicación, ya que tendríamos que apartarnos en algún punto de la LCQ, porque el instituto de la quiebra sin más, produciría consecuencias incompatibles con los fines de la persona jurídica consorcio. O sea, debería adaptarse el uso de la Ley de Concursos y Quiebras a fin de que no se produzca una colisión  con los fines y principios del instituto de la propiedad horizontal y con ello, la necesidad de realizar un importante esfuerzo interpretativo, que será sin duda el desafío futuro. 
i) Desventajas
Aceptar la concursalidad  sin miramientos, nos pondría frente a consecuencias ajenas y contrarias a la finalidad del instituto de la propiedad horizontal y al derecho real que nace del mismo,  que no pueden desatenderse y que merecen conocidas desde ahora:

· En primer lugar, si el consorcio se presentara en concurso preventivo, la presentación la haría el administrador y luego debería ser ratificada por la asamblea integrada por los propietarios (art. 6 LCQ) la cual resolvería con las “mayorías para resolver asuntos ordinarios”
 y de este modo, si se frustrara el concurso, implicaría la declaración de quiebra de la  persona jurídica y su disolución y con ello y conforme lo expresa parte de la doctrina, la posible desafectación del inmueble. Lo mismo para el caso de pedido de propia quiebra (Art. 82 LCQ).- De aceptarse esta posición, se podría  llegar a la desafectación del inmueble por un acto voluntario de los propietarios, dispuesto por una mayoría mínima, contrariando la regulación legal que exige acuerdo de la unanimidad de propietarios para desafectar el inmueble (art. 2044 CCCN).-
· Tampoco puede interpretarse la regla del art. 2044 a “contrario sensu”, puesto que de su redacción surge claramente que “desafectada la propiedad horizontal, se disuelve la persona jurídica necesaria” y no a la inversa. Aceptar lo contrario sería entender que, disuelta la persona jurídica por quiebra, se produciría la desafectación del inmueble, lo que es ajeno al texto, y no resulta del espíritu del régimen de propiedad horizontal y del derecho real de los propietarios. Hemos expresado que la lógica de la redacción del artículo esta puesta en que; desafectada la propiedad horizontal, la disolución de la persona jurídica sobreviene por agotamiento de su objeto, que es una causal típica de disolución del derecho societario.
· El consorcio no es una persona jurídica operativa que genere sus propios recursos y que pueda  recuperarse o rehabilitarse económicamente por sí misma. Cualquier propuesta que pudiera realizar en un concurso preventivo, siempre dependerá de los propietarios que son quienes les proveen los recursos a través de las expensas (debe considerarse que pueden liquidarse bienes de los cuales el consorcio pudiera ser titular).- Esta realidad dificulta una salida concursal preventiva. 

· Se afectaría al derecho de real propiedad de los copropietarios que estan con sus expensas al día, que no pueden ser atacados ni responsabilizados ni por el consorcio, ni por terceros y con ello, no pueden ser  privados ni perturbados en su derecho real. Como hemos dicho, esta modalidad de desafectación no está prevista, ni resulta compatible con el sistema de la propiedad horizontal.
· Si la falta de pago de expensas por una parte de los copropietarios, pudiera implicar la insolvencia de la persona jurídica y con ello su quiebra, generando desde este camino la desafectación del régimen de propiedad horizontal y la extinción de este derecho real, la seguridad  jurídica del sistema de Propiedad Horizontal (derechos reales incluidos) se vería severamente afectada, lo que generaría serias dudas en los particulares de ingresar al mismo, pudiendo arrastrar a una crisis del instituto y de este sistema habitacional.- 
· Al no tratarse de una desafectación por ruina, vetustez o peligrosidad, situación en la cual el edificio no es viable o apto para mantenerse en su utilización, la desafectación por quiebra implicaría mutar el derecho real de propiedad horizontal en el derecho real de condominio sobre la cosa, modelo de derecho real inestable e inadecuado, pues cada uno es propietario de una parte indivisa del todo y de este modo se castigaría torpemente a los que han pagando sus expensas y que son titulares de un derecho real exclusivo sobre su unidad funcional
.- A los que estan al día o no adeudan expensas, ni nada adeudan a nadie, se les privaría de su propiedad individual y se los sometería a un proceso de liquidación de todo el inmueble y de sus unidades, de la forma más onerosa e ineficiente que pueda existir como es la liquidación en la quiebra, para luego  pagarles a los mismos con plata de quiebra o de liquidación.
· Además, la posibilidad de que se desafectara el inmueble y se transformara el derecho real de propiedad horizontal en derecho real de condominio y se procediera a la venta  del inmueble en la quiebra, es manifiestamente incompatible con el actual sistema de protección de la vivienda familiar, tales como el “bien de familia” (Art. 244 y s.s. CCCN) y la “vivienda familiar (Art. 456 CCCN), frente a propietarios que no deben expensas y por ende no tienen deudas que puedan implicar la pérdida del beneficio de inembargabilidad e inejecutabilidad.-

· Generaría gastos, costos y daños que implica la tramitación de un concurso preventivo o la liquidación por quiebra, que deberán ser soportados también por quienes han pagado sus expensas y que anda adeudan a nadie.- De este modo se produce un traslado de responsabilidades al resto de los propietarios que no es compatible con el funcionamiento del sistema de responsabilidades en la propiedad horizontal.- 
· Por otra parte, la quiebra no generaría mejores resultados económicos para los acreedores, pues siempre solo podrá atacarse y cobrarse sobre la parte de quienes son deudores de expensas y no al resto. En tal orden, tampoco en términos económicos la modalidad produciría mejores resultados que la ejecución individual de los deudores, pero en sentido contrario, produciría daños colaterales innecesarios.-

Después de estas reflexiones, volvemos a considerar que no obstante las reformas realizadas por el CCCN, tanto en lo relativo a la persona jurídica como al derecho real de propiedad horizontal,  subsisten válidas razones para sostener que el concursamiento del consorcio no es compatible con la finalidad del régimen
, ni puede implicar la desafectación del inmueble, y que se generan más perjuicios que beneficios, además de ratificarse que estructuralmente que el consorcio es una persona que debe existir necesariamente mientras exista afectación.-
Esta a la vista que la regulación del régimen de propiedad horizontal, en conjunción  con la ley especial concursal,  no nos conceden una solución armónica ni perfecta.- La concursalidad no da soluciones satisfactorias, por lo que -como proponemos- deberá optarse por el camino menos lesivo, antifuncional o disvalioso con el sistema de la propiedad horizontal.- Sin compartir la posición de Vítolo sobre la concursalidad
, coincidimos con él mismo y con otros autores, que el nuevo instituto implica un “desafío interpretativo”.
A nuestro criterio, la primera respuesta la encontramos en el sistema de responsabilidades, que establece los límites de las obligaciones de los deudores de expensas y propietarios y  con ello, también los límites del derecho de los acreedores contra los propietarios. Existe la posibilidad de ejecución individual contra los estos últimos, sea en forma indirecta o directa según de qué tipo de obligación se trate, pero sin que sea necesaria  la quiebra del consorcio y la disolución de la persona jurídica, cuya continuidad es necesaria mientras subsista la afectación del inmueble.
De modo que consideramos que recurrir a la declaración de quiebra del consorcio insolvente, por la falta de pago de expensas de los propietarios, y que ello arrastre la desafectación de la propiedad horizontal, es un exceso, que produce serias contradicciones antifuncionales,  y que no se encuentra previsto por el régimen de propiedad horizontal. 

7) Conclusiones

· El consorcio es una persona jurídica necesaria. Para que exista propiedad horizontal, deberá existir consorcio.

· En tal orden, si subsiste la afectación, no tiene sentido disolver a la persona jurídica, porque habría que generar una nueva a los mismos  fines.-
· Con lo cual, el régimen de la ley de concursos y quiebras no puede ser aplicado plenamente al consorcio.
· No estamos de acuerdo en que la cesación de pagos de la persona jurídica consorcio y su eventual declaración en quiebra, puedan implicar la desafectación del inmueble al régimen de propiedad horizontal.-

· Sostenemos que existe un régimen de responsabilidad de los propietarios tanto directa como indirecta que suple los fines del concurso y se ajusta mejor al sistema de derechos y obligaciones de los propietarios.-

· En caso que se aceptara la concursalidad preventiva como medio para facilitar la operatividad del consorcio y la negociación del pasivo, su frustración no podría implicar, que la quiebra de la persona jurídica arrastrara a la desafectación del inmueble, excepto que así lo aceptaran todos los propietarios o quizá, que el concurso hubiera sido ratificado por asamblea unánime.-

· Por lo que, en caso de que un juez dispusiera la declaración de quiebra del consorcio (situación que podría llegar a darse dentro de este debate) la quiebra de la persona jurídica, no debería implicar su disolución por su carácter necesario, y el juez deberá disponer la modalidad mediante la cual se preserven los derechos de los acreedores y de los propietarios no deudores. Por ejemplo, que el síndico administre al consorcio desplazando sus autoridades naturales o sea un interventor, que subsistirá mientras existan pasivos falenciales o post-falenciales y hasta su regularización, oportunidad en la cual, cesaría la intervención del consorcio y el consorcio volvería a ser administrado por sus autoridades naturales.-

· Por las razones expuestas, propiciamos la “no concursalidad del consorcio”, pero de abrirse uno de estos procesos sobre esta persona jurídica,  el juez deberá considerar en el mismo momento que dicta la resolución, que ingresa en un camino complejo, que no podrá aplicar la ley de Concursos y Quiebras sin más y en forma plena y que lo pone frente a un importante esfuerzo interpretativo que lo obligará a tomar resoluciones  apoyándose en el sistema jurídico como un todo.- 

Con este trabajo procuramos alertar a colegas, jueces y administradores de consorcios,  de las situaciones que se generaran en caso de querer resolver el conflicto de la insolvencia por la vía concursal.- Por nuestra parte propiciamos abiertamente la solución a través de la responsabilización, tal como se ha venido haciendo –en la mayoría de los casos- hasta antes de la sanción del nuevo Código. 
Como vemos, la situación que se crea por la concurrencia de ambas normas sobre el mismo régimen  de la propiedad horizontal no son plenamente compatibles, razón por la cual deberán ser integradas e interpretadas en forma cuidadosa y con imaginación creativa, a fin de evitar lesiones a los derechos de los propietarios y de los acreedores.- Nuevamente la jurisdicción va a tener que cumplir una importante tarea.
Por último, reconocer que los hechos y las situaciones que en la realidad pueden darse, generan una  casuística inabarcable, imposible de describir ni anticipar en plenitud tal como ocurre con todos los institutos del derecho, dado que sus previsiones estan dispuestas para las situaciones de ocurrencia normal y no para las patologías. Frente a tales supuestos y advertidos de las situaciones que pueden generarse, el juez deberá marcar un camino transitable en tutela de todos los derechos que concurren en el conflicto.-

Como vemos, respecto del concursamiento del consorcio, “nada es tan simple como parece”.-

� El presente trabajo es la continuación, ampliación, profundización y ajuste  de las reflexiones que hemos vertido en una ponencia presentada en forma conjunta con el Dr. Rubén Médici en el IX Congreso Argentino de Derecho Concursal, realizado en Villa Giardino -Córdoba- en septiembre de 2015 que se titula “ El concurso del consorcio de copropietarios; una imposibilidad ontológica”. Publicado  por Editorial Advocatus, en el Tomo I de Ponencias en la pag. 390, en el cual sostenemos que el consorcio no es una persona jurídica concursable.-


� Alterini,  Jorge Horacio, Guillermo Borda, Hernán Racciatti, entre otros. 


� Eduardo Jorge Laje, Mario Bendersky, Alberto Spota entre otros.


� Laquis-Siperman, Adrogué-Romanelli, Francisco Messineo.


� Consorcio de Propiedad Horizontal.-


� LCQ 24522. Art. 2.  “Pueden ser declaradas en concurso las  personas de existencia visible, las de existencia idea de carácter privado…” Indiscutiblemente en la nueva terminología del CCCN estas personas de existencia idea de carácter privado, son las personas jurídicas privadas a que refiere el art. 148 CCCN.-


� Vítolo, Daniel.  El Consorcio de Propiedad Horizontal como nuevo sujeto concursal. El desafío interpretativo. Ponencia en IX Congreso Argentino de Derecho Concursal (Villa Giardino 2015) Tomo I, p. 431.


� Comisión Uno. Las vías de prevención y saneamiento de la crisis empresaria. Tomo I, Editado por Fespresa.


� Existen ponencias que se muestran receptivas con el concursamiento, otras que receptan el concursamiento pero con límites al mismo en cuanto a la vigencia plena de las normas concursales y otras ponencias que rechazan el concurso del consorcio.-


� Sistema cerrado, y como tal, la propiedad horizontal, existe, opera y se extingue por las causas legales.


� El concepto de “inescindible”, nos hace saber que las partes privativas y las partes comunes se  integran como una “unidad” y que no pueden ser separados, de modo que los derechos se ejercen y desplazan en forma conjunta, sin poder dividirlos.-


� El CCCN ha dejado resuelto este tema que también era objeto de controversias, relativo a si los bienes comunes eran de los copropietarios o del consorcio.  Los bienes comunes pertenecen a los propietarios de las unidades funcionales, unidas en forma inescindible a las partes privativas, quedando como un condominio entre todos los propietarios sometido a indivisión forzosa.


� Raciatti, Hernán. “Manual de la propiedad horizontal”. Depalma, Bs. As. 1998, p. 88/89.-


� Art. 155 y 2044 CCCN.-


� CCCN. Atributos y efectos de la personalidad jurídica…Art. 154. “Patrimonio. La persona jurídica debe tener un patrimonio”.


�  Más allá si es preferible que los mismos propietarios de las unidades sean copropietarios de los locales, o si es mejor que lo sea el consorcio, pero este es un tema ajeno a este trabajo razón por la cual no lo abordaremos, pero lo dejamos señalado.


�  Art. 2046 CCCN


� El reglamento de propiedad horizontal establece la obligación de contribuir a los gastos del consorcio mediante el pago de las expensas y el fondo de reserva.


� CCCN Art. 2044 2do. párr.: “La personalidad de consorcio se extingue por la desafectación del inmueble del régimen de propiedad horizontal, sea por acuerdo unánime de los propietarios instrumentado en escritura pública o por resolución judicial, inscripta en el registro inmobiliario”.


� El carácter de persona jurídica necesaria viene siendo sostenido desde tiempo atrás por alguna doctrina que ya desde entonces le atribuía el doble carácter: persona jurídica y necesariedad de su existencia, lo que los llevaba a la conclusión de la imposibilidad de concursarse. 


En mismo sentido se expide el Dr. Eduardo Favier Dubois (h) en “La Autonomía y los contenidos del derecho comercial a partir del nuevo código unificado” L.L. Tomo 2015 A- Rev- 2-2-2015, diciendo que el consorcio de propiedad horizontal no es sujeto concursal en razón de su estructura y finalidades. El mismo autor amplia estos conceptos en “Panorama del Derecho Comercial en el Nuevo Código Civil y Comercial (4.4.2015) Errepar DSC Feb.2015 donde plantea acorde con doctrina y fallos precedentes que se trata de un ente de existencia necesaria, dada la indivisión forzosa .


� Ley 13512, art. 12 (destrucción total o de más de las 2/3 partes del valor) y 16 (casos de vetustez).


� Podría también existir una resolución administrativa sobre la peligrosidad del inmueble, su clausura y luego su demolición, ello así independientemente de que la resolución administrativa pueda ser recurrida.-


� Asumimos que las síntesis  nunca abarcan  la totalidad de la conflictividad, pero permiten mostrar abreviadamente las posiciones más representativas.


� Raciatti, Hernán. Manual de la propiedad horizontal, Depalma, Bs. As. 1998. La considera persona de derecho, Consorcio y el principio de la especialidad restringida art. 35 CC (objeto) 


� Raciatti, Hernán. Ob. cit. p.  Obligación de responsabilidad del consorcio.  Sostenía la responsabilidad contractual y extracontractual del consorcio persona de derecho y que los consorcistas responden subsidiariamente (Art. 1713 CC), pero decía que respondían por partes igual sin perjuicio de cómo sean las cargas o expensas del consorcio, como los fiadores (Art. 1747 y 1750 CC). En mismo sentido Gurfinkel de Wendy, Lilian. “Temas pendientes sobre la capacidad del consorcio de propietarios.” Cita On Line AR/DOC/1939/2013.- Zelaya, Mario, entre otros.


� Existen fallos que han negado o rechazado la posibilidad de embargar los bienes de los propietarios cuando estos no fueron citados a participar en el proceso en el cual solo fue demandado el consorcio y que responden a la lógica antes expresada sobre el derecho constitucional de defensa en juicio y del debido proceso, pero tampoco hay coincidencias unánimes al respecto.-


� CCCN art. 143…”los miembros no responden por las obligaciones de la persona jurídica, excepto en los supuestos que expresamente se prevén en este Título y lo que disponga la ley especial.-


� Alterini, Atilio. “Primeras consideraciones sobre los Derechos reales en el Proyecto de Código. AR/DOC/4622/2012.-


� Respecto de los propietarios como integrantes de la persona jurídica consorcio, vemos que existe una diferencia importante con otras personas jurídicas, en la cual los miembros que la integran aportan lo que estan obligados por contrato constitutivo, pero no son responsables por las obligaciones que pudieran resultar en cabeza de la persona jurídica, ni en forma directa ni indirecta. Para mostrarlo, un socio de un club debe pagar la inscripción (matricula) y una cuota social, pero si el club tiene una catástrofe, los socios no estan obligados a aportarle lo que sea necesario para afrontar las obligaciones. La asociación (club) y tampoco los acreedores, tiene un crédito contra los miembros del club (sus socios) para reclamarle que paguen estas obligaciones.- En el caso del consorcio, la situación es distinta, porque cualquier obligación contractual o extracontractual que deba afrontar el consorcio, se transforma en una expensa y los propietarios deben pagarla.


� Los terceros puede ir contra el consorcio o subrogarse en los créditos que este tenga contra los propietarios por las deudas de expensas.


� Cuando referimos a “legítimamente asumidas” estamos aludiendo que los propietarios deben aportar expensas para pagar las obligaciones de la persona jurídica que hubiera asumido dentro de los límites propios de su objeto porque las que lo excedieran, obviamente no podrán ser incluidas como tales y será responsabilidad de los administradores de la persona jurídica y no del consorcio. El mismo CCCN dispone que la persona jurídica debe tener un objeto preciso y determinado y los actos ajenos al mismo no comprometen a la persona jurídica y por otro lado, los administradores responden solidaria e ilimitadamente frente a persona jurídica, sus miembros,  y terceros por los daños causados por su culpa… (art. 160 CCCN).


� Art.1708 CCCN Función de la responsabilidad, Las disposiciones de este Título son aplicables a la prevención del daño y a su reparación.-


� 1716 CCCN. La violación del deber de no dañar a otro o el incumplimiento de una obligación, da lugar a la reparación del daño causado, conforme con las disposiciones de este Código.


� Código Civil y Comercial de la Nación Comentado. Director Ricardo Lorenzetti.- Editorial Rubinzal y Culzoni. Santa Fe 2015, Tomo VIII p. 350.-


� CCCN art. 1757. Hecho de las cosas y actividades riesgosas. Toda persona responde por el daño causado por el riesgo o vicio de las cosas o de las actividades que sean riesgosas o peligrosas por  naturaleza, por los medios empleados o por las circunstancias de su realización.- La responsabilidad es objetiva. No son eximentes la autorización administrativa para el uso de la cosa o la realización de la actividad, ni el cumplimiento de las técnicas de prevención.- Art. 1758. Sujetos responsables. El dueño y el guardián son responsables concurrentes del daño causado por las cosas. Se considera guardián a quien ejerce por sí o por terceros, el uso, la dirección y el control de la cosa, o quien obtiene un provecho de ella. El dueño y  el guardián no responden si prueban que la cosa fue usada contra su voluntad expresa o presunta. …


� Estos artículos muestran que quien tiene pagada sus expensas, transmite la propiedad libre de las mismas, más allá de que otro adeude, pero si han existido actos anteriores a la transmisión que aun no hubieran dado nacimiento técnicamente a una expensas (un juicio en trámite por ejemplo) quien transmite lo adeuda y también quien ha adquirido. Las expensas son obligaciones “propter rem” o “a causa de la cosa” “ambulatorias”  según cada quien, que siguen a la cosa y la debe afrontar quien sea su titular y por ende, se transmiten con la transmisión de la cosa.


� CCCN art. 2048 parr. 4°.


� Cuando hablamos de razones extraordinarias, no nos estamos refiriendo a las expensas extraordinarias resueltas por la Asamblea de Propietarios, sino a daños producidos a terceros por diversas razones, ejemplo; caída de un ascensor con pasajeros adentro, daños producido por el edificio a uno lindero, desprendimiento de un balcón, etc., que también implican dan lugar a una expensa que deben afrontar los propietarios.


� CCCN Art. 2048 2do. párrafo.


� Ahora los terceros podrán saber algo más sobre el patrimonio del consorcio,  porque al ser persona jurídica quedan incluidos dentro de la obligación de confeccionar estados contables (art. 320.


� Raisberg, Claudia –Cattelan Pablo. “El consorcio de propietarios: ¿Un nuevo sujeto concursable? IX Congreso Argentino Derecho Concursal (Cba. 2015) Ob. cit. p. 420


� Tropeano, Darío.”Existen nuevos sujetos concursables en el Código Unificado”. IX Congreso Argentino de Derecho Concursal, OB,. cit. p. 388/389.-


� Vítolo, Daniel R.  “El consorcio de propiedad horizontal como sujeto concursable. El desafío interpretativo.” IX Congreso Argentino de Derecho Concursal. Ob. cit. p.423.


� Tom, Walter. “El concurso del consorcio de propiedad horizontal”. IX Congreso Argentino de Derecho Concursal. Ob. cit. p. 410.


� Highton, Elena.  “Propiedad horizontal y prehorizontal”. Hamumurabi Bs.As., 2000 p. 564. 


� CCCN Arts. 1 Fuentes y aplicación. Los casos que este Código rige deben ser resueltos según las leyes que resultan aplicables, conforme a la Constitución Nacional y los tratados de derechos humanos en que la República sea partes. A tal efecto se tendrá en cuenta la “finalidad de las normas”…Art. 2. Interpretación. La ley debe ser interpretada teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades, las leyes análogas, las disposiciones que surgen de los tratados de derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. 


� CCCN Comentado, Director Ricardo Lorenzetti. Editorial Rubinzal y Culzoni. Santa Fe 2015, Tomo I, p.34


� Zelaya Mario, “Extinción del derecho, del sistema y del régimen de propiedad horizontal” (Claudio Kiper Director).  “Expensas” p.  375. Embargo de los fondos y pedido de un porcentaje sobre los ingresos para evitar que no se pueda continuar adelante con el sistema.








� Mayorías ordinarias se entiende que se trata de la mayoría absoluta de los presentes luego de haber alcanzado el quórum legal (más de la mitad). EL CCCN el art. 2060 al regular el régimen de las Asambleas, refiere a que resuelven por mayoría absoluta computada sobre la totalidad de de los propietarios de unidades funcionales.


� Recordar que la unidad funcional se integra de las partes privativas y comunes.


� Martínez, Marisol. “¿Concursalidad del consorcio?” IX Congreso Argentino de Derecho Concursal. Ob. citada, p.407.  Favier Dubois, Eduardo (h). Cambios al sistema concursal derivados del proyecto de CCC, Errepar DSE nro. 305, tomo XXV, abril 2013.- y Favier Dubois, Eduardo (h) y Spagnolo, Lucía. “Verdaderos y falsos sujetos concursables en el nuevo Código Civil y Comercial. Mismo Congreso, obra. cit. p. 381.-


� Vítolo, Daniel. “El consorcio de propiedad horizontal como un nuevo sujeto concursable. El desafío interpretativo. XI Congreso Argentino de Derecho Concursal. Fespresa. Córdoba septiembre de 2015, p. 432.-





